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RECURSO DE APELACION 65/2020/SS





JUICIO CONTENCIOSO 214/2020/2




DEMANDADO Y RECURRENTE: 



**********ACTOR: **********



**********JUAN RAMIRO ROBLEDO RUIZ
SECRETARIA

ADELA ORALIA RODRÍGUEZ RODRÍGUEZ

San Luis Potosí, San Luis Potosí, acuerdo de la Sala Superior del Tribunal de Justicia Administrativa, correspondiente a la determinación unitaria de 23 veintitrés de febrero del 2021 dos mil veintiuno.      
V I S T O S, para resolver los autos del Toca número 65/2020/SS formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado el  24 veinticuatro de septiembre del 2020 dos mil veinte por el Comisario  **********  en su carácter de Director General de Seguridad Pública del  Estado, en  contra de la sentencia de fecha  28 veintiocho de agosto del actual  pronunciada por la Segunda Sala Unitaria, al resolver  el juicio contencioso administrativo estatal número 214/2020/2, promovido por  el actor ********** 





R E S U L T A  N D O

I.- Por escrito presentado  en la Oficialía de Partes de este Tribunal,  con fecha 19 diecinueve de febrero de la presente anualidad, el C. ********** compareció a demandar  a la Secretaría de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, estableciendo como  resolución o acto impugnado: 
“a).- El acto que  me notifica de manera verbal por parte de la Lic. Elizabeth Sámano, quien es la titular del área de Administración de Potencial Humano de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado, con fecha 20 de enero 2020, mediante el cual se me destituye del puesto que venía desempeñando como  Policía Tercero de la Secretaría  de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí".

II.- Mediante acuerdo de fecha  20 de febrero del en curso,  el Magistrado de la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal, requirió al demandante  para que aclarara y precisara, si además del Director de Seguridad Pública del Estado, señala a la licenciada ********** en su calidad de Titular del  Área de Administración de Potencial Humano de dicha Secretaría, a quien le imputó la destitución que reclama. Cumpliendo con tal  requerimiento el actor señaló a esta funcionaria como autoridad demandada. Por auto  de 6 seis de marzo del año en curso se  admitió a trámite la demanda de referencia, ordenando emplazar a las autoridades demandadas para que produjeran  su contestación a la demanda, carga procesal cumplida en tiempo y forma (fojas 34 a 37), refiriéndose a los hechos de la demanda, a los conceptos de derecho  con capítulo de ofrecimiento de pruebas**********III.- Seguido el juicio en todas sus fases, el 14 de agosto del en curso, se llevó a cabo la audiencia de ley conforme a los artículos  246 y 247 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con asistencia de  ********** **********como  representante de la parte actora y de ********** ********** en su carácter de delegada de las autoridades demandadas; diligencia  en la que se admitieron y desahogaron las pruebas ofrecidas, citándose para resolver, por lo que el  28 veintiocho de agosto del presente año se procedió a dictar la sentencia respectiva, con los siguientes puntos resolutivos:

“PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí,  es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD Y NULIDAD del acto impugnado consistente en el cese verbal acontecido el  veinte de enero del dos mil veinte, por el que se separó al hoy actor, del puesto que desempeñaba como Policía Tercero adscrito a la Secretaría de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, en consecuencia se declara su invalidez y se le deja sin efecto legal alguno, de acuerdo con las consideraciones, fundamentos y motivos expuestos en el punto considerativo Sexto de esta sentencia.
TERCERO.- A efecto de restituir al actor en el goce de sus derechos que le fueron desconocidos o violentados, debe precisarse que si bien existe impedimento constitucional para  reinstalarlo al puesto que venía desempeñando, de ahí que para poder satisfacer ese objetivo del dictado del presente fallo que fue resuelto a favor del  demandante, consistente en la restitución de esos derechos; se ordena a la enjuiciada que pague de indemnización, haberes y prestaciones que se precisaron en el  punto considerativo Séptimo de esta sentencia.

CUARTO.- Notifíquese personalmente al actor y mediante oficio a las autoridades demandadas.” 

IV.-  La sentencia  descrita en el punto que antecede, fue notificada a las  partes actora y demandadas con fecha 10 diez y  14 catorce de septiembre  del presente año, respectivamente, según consta en los autos del expediente del juicio  contencioso administrativo estatal.

V.- El 24 veinticuatro de septiembre del año en curso se presentó  el recurso de apelación interpuesto por las partes demandadas, ante la Sala de origen, quien lo remitió a esta Sala  Superior, donde fue recibido con fecha 28 veintiocho del mismo 

VI.- Por acuerdo de  30 treinta de septiembre de la presente anualidad se radicó la apelación con el número  de Toca 65/2020/SS, se admitió a trámite con fundamento en los artículos 152, 153, 154 y demás relativos del Código Procesal Administrativo, pues aunque de inmediato    el Comisario ********** en su carácter de Secretario de Seguridad Pública del Estado,  hace argumentaciones sobre la procedencia del recurso, se dejó su análisis para la oportunidad procesal correspondiente, ello en virtud de que no es posible estimar el monto exacto que pudiera derivarse de la Litis y las autoridades apelantes   fundamentan el  presente recurso de apelación en lo dispuesto por la fracción II del precepto procesal Ut supra.
VII.- Por auto de fecha 16 dieciséis de octubre pasado,  advirtiéndose que ni la  parte actora,  ni la diversa demandada Titular del Área de Administración de Potencial Humano de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado contestaron la vista ordenada por acuerdo de 30 treinta de septiembre del actual en el término que les fue concedido para ello, se citó para resolver el presente recurso de apelación.
      C O N S I D E R A N D O.
PRIMERO. Competencia.-  A la Sala  Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer los recursos de apelación, en términos del artículo 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 7 fracción II, 9 fracción II, 23 fracciones IV y V de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 152 último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una sentencia definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de este Tribunal.

SEGUNDO.- Existencia del acto recurrido.- En cierto y se acredita con el informe rendido por el Magistrado de la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal y los autos originales del juicio contencioso administrativo estatal número 214/2020/2 en los cuales obra glosada la sentencia que lo constituye.

TERCERO.- Legitimación. El presente recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima ya que se trata del Comisario ********** Secretario de Seguridad Pública del Estado, parte demandada en el juicio contencioso administrativo estatal arriba mencionado, cuya resolución es el acto impugnado, en los términos del artículo 152 segunda fracción del  Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

CUARTO.- Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el artículo 153 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que la sentencia fue notificada  a las autoridades demandadas el día 14 de septiembre del actual y surtió efectos el día 17 diecisiete del mismo mes, por lo que en términos del artículo 40 de la misma Ley Adjetiva supra citada  el plazo para la interposición del recurso transcurrió del  18 dieciocho de septiembre  al 8 ocho de octubre pasado, pues en ese lapso no deben contar  los días 19 diecinueve,20 veinte, 26 veintiséis, 27 veintisiete del citado mes de septiembre , 3 tres y 4 cuatro de octubre del en curso, debido a que fueron sábados y domingos, así como los días 15 quince y 16 dieciséis de este año 2020 dos mil veinte  al declararlos inhábiles por acuerdo del Pleno de este Tribunal.  Por lo que el  presente recurso se efectuó con la debida oportunidad.
QUINTO. En observancia al principio de la economía procesal y de la simplificación de la sentencia  acorde a lo dispuesto por el artículo 17 constitucional,  además de no existir en  la ley de la materia disposición alguna que obligue al Ad Quem,  no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de  la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por el apelante  para cumplir con los requisitos de congruencia y exhaustividad. 

Lo expuesto encuentra su apoyo en la Jurisprudencia emitida  por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, del Apéndice 2000, Novena Época que reza:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el juez federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente, para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma”.

También cobra aplicación la tesis del Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil y del Trabajo del Décimo Séptimo Circuito, consultable en la página dos mil ciento quince, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo XXIII, marzo de dos mil seis, Novena Época, de rubro y contenido siguientes:

“SENTENCIA DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO, AL EMITIRLAS NO SE ENCUENTRAN OBLIGADOS A TRASCRIBIR LA RESOLUCÍÓN RECURRIDA. El hecho de que en las sentencias que emitan los Tribunales Colegiados de Circuito, no se transcriba la resolución recurrida, no infringe las disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual quedan sujetas sus actuaciones pues el artículo 77  de dicha legislación no lo prevé así, ni existe precepto alguno que establezca esa obligación; además, dicha omisión no deja en estado de indefensión al recurrente, puesto que ese fallo obra en los  autos y se toma en cuenta al resolver” 

SEXTO. - Sobre los antecedentes procesales.
En el presente asunto deberá dilucidarse si el recurso de apelación resulta procedente, y en su caso determinar si los agravios formulados por la parte recurrente, son o no aptos para confirmar o revocar la sentencia recurrida. A efecto de comprender y resolver adecuadamente la problemática antes planteada, se estima necesario precisar brevemente los antecedentes  procesales que  dotan de información al sentido del  juicio contencioso en el que se emitió la sentencia impugnada, por lo que previo el estudio de los motivos de disenso formulados por la autoridad  apelante y con la finalidad de obtener un panorama jurídico del asunto de que se trata, en procedente destacar las circunstancias  que acontecieron  en el procedimiento de donde emana el acto reclamado.
a).- El actor ********** reclamó como acto impugnado el cese de su puesto como policía tercero al servicio de la autoridad demandada,  Secretaría de Seguridad Pública del Estado, argumentando que fue despedido en forma verbal por la Titular del Área de Administración de Potencial Humano dependiente de dicha autoridad, área a la que estaba adscrito,  argumentando que con fecha 28 veintiocho de marzo del año 2015 dos mil quince ingresó a prestar sus servicios para la Secretaría de Seguridad Pública del Estado, habiendo desarrollado normalmente las actividades que se le encomendaron y que el día 20 veinte de enero del presente año, al presentarse  a las instalaciones del C 5 a preguntar el motivo por el cual no aparecía el depósito del pago de su salario, la Titular del Área en forma muy prepotente le dijo que estaba ya dado de baja.
b).- Las autoridades demandadas, Secretaría de Seguridad Pública del Estado  y  Titular del Área de  Administración de  Potencial Humano, por conducto del Encargado de la Dirección Jurídica de dicha Secretaría, contestó la demanda solicitando el sobreseimiento del juicio por actualizarse la causal de improcedencia de la inexistencia del acto impugnado, negando haber cesado al promovente y agregando que  el actor incurrió en diversas inasistencias injustificadas desde el 30 treinta de septiembre al 25 veinticinco de octubre del año próximo pasado, por lo que se le suspendió su pago, pero que habiendo justificado tales inasistencias se le reactivó el mismo, añadiendo que con posterioridad a dicha activación de pago de salarios  incurrió en diversas faltas reiteradas por un periodo  comprendido desde el 20 veinte de enero a la fecha.
c).- El Magistrado resolutor en la sentencia impugnada por esta vía de apelación, consideró acreditado el  cese del actor como policía  tercero al servicio de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado por los motivos que expuso, estableciendo que dicha sanción material y jurídicamente fue impuesta por una autoridad incompetente para dar de baja a un elemento de esa corporación, declarando la ilegalidad e invalidez del acto impugnado.


SÉPTIMO.- Estudio analítico de  los agravios:


1.- En este punto es innecesario  la inserción integral de los agravios vertidos porque ya  se encuentran agregados a fojas 2 a 5 del presente Toca. Lo anterior en observancia del principio de economía procesal y de la simplificación de la sentencia acorde al artículo 17 constitucional, además de no existir en la ley de la materia disposición alguna que obligue al Ad Quem a realizar su transcripción. Sin embargo conviene hacer una síntesis de los motivos de disenso del apelante Director Jurídico de la Secretaría de Seguridad Pública, para una mejor ilustración.  


a).- Estima el apelante que la Sala fijó erróneamente la Litis en el juicio al dejar de apreciar la naturaleza jurídica de las excepciones opuestas,  ya que no argumentó que fue el actor quien  abandonó el ejercicio de su cargo, por el contrario siempre sostuvo y demostró  que  se mantiene activo, por lo que no le correspondía probar aquella circunstancia.
b).- Que la Sala del conocimiento violó el principio de exhaustividad  porque omitió examinar todas las cuestiones planteadas, ya que en principio negó haber despedido al actor  y expuso que la persona que dice lo cesó, Titular del Área de Administración de Potencial Humano,  no tiene facultades ni atribuciones y por ello no vincula jurídicamente a la Secretaría y por lo tanto no está sujeta a  las consecuencias legales de las decisiones tomadas por esa autoridad; que el actor indebidamente atendió el comunicado  de alguien sin facultades  cuando tiene conocimiento  de que debe respetar una línea de mando y obedecer las órdenes de sus superiores jerárquicos, y que el hecho de que no se haya realizado procedimiento alguno  en contra del promovente demuestra que no existe el acto impugnado.
c).- Que la Sala determina  sin fundamento que la autoridad no acreditó la inexistencia del cese verbal de que se duele el actor, carga que le correspondía al mismo, porque no se puede probar lo que no existe y que además la Sala  como lo dispone el artículo 58 del Código Procesal Administrativo debió solicitar los informes que requiera para resolver lo conducente de manera fundada.
2.- Los  conceptos de agravio que se han sintetizado y que se analizan en su conjunto por  contener argumentos símiles, resultan infundados e improcedentes.

Ello es así, porque  independientemente de que acorde al artículo 123 apartado B fracción XIII de la Constitución Federal,  los artículos 4º fracción VIII, 51, 53 y demás relativos de la Ley del Sistema de Seguridad  Pública del Estado de San Luis Potosí, con los instrumentos probatorios de autos se demuestran la relación administrativa entre al actor y demandado, especialmente con los documentos que obran a fojas 9 a 15 del  expediente consistentes en un recibo de nómina  expedido por el Gobierno del Estado a favor del ahora actor, con el oficio número 6/ADSC/2015 suscrito por el Director General de Seguridad Pública en el Estado, donde se notifica al actor su adscripción al Área de Administración  de Potencial Humano, oficio donde se comunica al promovente su cambio de adscripción; documentos que  tienen valor probatorio pleno conforme a lo que disponen los artículos 72 fracción I y 74 del Código Procesal Administrativo.

La Sala primigenia resolvió teniendo  como base para  su sentencia, el hecho de que  aun cuando la parte demandada niega el acto impugnado, en el punto tres de la contestación al  libelo inicial, acepta la relación administrativa que existía con el promovente, al manifestar y reconocer la relación jurídica con el actor al exponer expresamente que por pertenecer  a la Secretaría de Seguridad Pública en su calidad de Policía Tercero, la relación que guarda con esa Institución es de carácter administrativo  por la naturaleza de  la prestación de sus servicios,  desempeñando la función estatal de seguridad pública.

De ahí que  como lo señala la Sala resolutora, se trata de una “confesión divisible”, entendiéndose por tal la que es reconocida por su emitente sobre la verdad de un hecho, pero añade circunstancias que limitan la intención de la otra parte; que permite separar una respuesta dada en forma categórica respecto de una posición, pero que a continuación agrega una aclaración o modificación o alguna otra circunstancia tendiente a desvirtuarla.

Cuando una de las partes niega un acto, pero su negativa no es simple sino calificada, porque envuelve una afirmación como sucede en la especie, está obligado a probarla conforme al artículo 274 del Código de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria establecida por el numeral   217 del Código Procesal Administrativo; porque si  bien es cierto que la  negación  categórica de un hecho  implica la no aceptación de una responsabilidad y remite la carga de la prueba a quien afirma tal hecho, también lo es que quien niega - al introducir nuevos argumentos tendientes a acreditar que su actuación fue legal- debe demostrar esa circunstancia, cuenta habida de que el que afirma está obligado a probar y en caso de que una negativa    envuelva una afirmación, como ya se dijo, a su emitente se le revierte la carga de la prueba. 


Establecido lo anterior, resulta  irrelevante el argumento de  que quien emitió el cese o baja del actor de la Secretaría de Seguridad Pública, haya sido la encargada del Departamento de la División de Servicios Diversos o la Jefe de la Oficina de Enlace Administrativo  supuesto que ambas entidades pertenecen a una misma Institución,  la Secretaría de Seguridad Pública  del Estado y debido a su naturaleza vinculativa es precisamente  a ésta autoridad a quien corresponde demostrar  el actor dejó de  prestar sus servicios por una causa no imputable a ella, sino al demandante mismo; y si éste  atribuyó la baja de que fue objeto en forma concreta a la  autoridad que refiere, ello es solo más demostrativo de la ilegalidad del acto que impugna, ya que además reconoció que no se realizó procedimiento sancionador alguno que debió seguirse en contra del promovente para determinar su despido por una autoridad incompetente.

A mayor abundamiento  y como lo sostiene la Sala de origen, la autoridad apelante es a quien toca la carga de la prueba supuesto que  asentó al contestar la demanda (Fojas 36 vta)  que con posterioridad a la reactivación de pago de salarios al actor, el mismo  incurrió en diversas faltas reiteradas a su servicio   por un periodo comprendido del mes de enero del presente año a la fecha esto es, que  según la recurrente, fue el actor quien abandonó el ejercicio de su encargo, es decir de asistir injustificadamente a su trabajo, por lo cual, se reitera, su manifestación no constituye una negativa lisa y llana, sino una afirmación que  revierte la carga de la prueba.

En obsequio a la claridad de la idea que se viene sustentando se transcribe el criterio que ha sostenido la siguiente Tesis Jurisprudencial:

Época: Décima Época: Registro: 2013078: Instancia: Segunda Sala: Tipo de Tesis: Jurisprudencia: Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación: Libro 36, Noviembre de 2016, Tomo II: Materia(s): Administrativa: Tesis: 2a./J. 166/2016 (10a.): Página: 1282 

“CUERPOS DE SEGURIDAD PÚBLICA. CUANDO LA AUTORIDAD DEMANDADA NIEGUE EL CESE DE UNO DE SUS INTEGRANTES, PERO AFIRME QUE ÉSTE FUE QUIEN DEJÓ DE ASISTIR A SUS LABORES, LE CORRESPONDE LA CARGA DE LA PRUEBA, PORQUE LA NEGATIVA DE LO PRIMERO ENVUELVE LA AFIRMACIÓN DE LO SEGUNDO.- Si la legislación contencioso administrativa establece que podrá aplicarse supletoriamente la codificación adjetiva civil, y ésta prevé el principio procesal de que quien niega un hecho sólo está obligado a probar cuando esa negativa envuelva la afirmación expresa de otro, debe estimarse que corresponde a la autoridad demandada la carga de probar cuando niegue el cese de un integrante de un cuerpo de seguridad pública, pero también afirme que fue éste quien dejó de asistir a sus labores, porque la negativa de lo primero envuelve la afirmación de lo segundo, pues implícitamente reconoce que hubo un abandono del servicio con las consecuencias jurídicas que ello ocasiona. En efecto, si la demandada no acepta que cesó al actor, pero reconoce que éste faltó sin motivo justificado a sus labores, la primera parte de esta contestación a la demanda en los casos en que se vierte simple y llanamente impide arrojarle la carga de la prueba, porque ello significaría una obligación desmedida e imposible de cumplir, al tratarse de un hecho negativo; sin embargo, la segunda aserción se traduce en un hecho positivo, porque la autoridad administrativa en los casos de abandono de las tareas de seguridad pública tiene la obligación de tomar nota de las ausencias en los registros respectivos, así como elaborar el acta correspondiente en la que haga constar el lapso del abandono que la vincule a decretar el cese de los efectos del nombramiento a quien incumplió con el desempeño del servicio público, dada la importancia que este tipo de funciones reviste para la sociedad, cuya continuidad eficiente no es posible paralizar en aras de asegurar la paz pública. Consecuentemente, como negar la destitución del actor y enseguida atribuirle faltas injustificadas constituye la aceptación de que éste ya no presta sus servicios a la corporación, se está en presencia de dos hechos de naturaleza negativa y positiva, respectivamente, correspondiendo a quien afirma esto último probar sus aseveraciones.”

Es cierto que la apelante argumenta también que es errónea la apreciación de la Sala resolutora al establecer que  no acreditó la inexistencia del cese verbal del promovente, sin embargo no lo es menos que la A quo analizó y valoró legalmente cada uno de los documentos que allegó la enjuiciada para acreditar su aseveración, determinando en forma correcta que las demandadas no acreditaron las aseveraciones en que fundan su negativa, o sea que no acreditaron que no existió el cese reclamado por el actor o que fue éste quien dejó de asistir a sus labores o bien que sigue en activo en la Institución representada por los enjuiciados, estimando que resultaba necesario para ello el que hubieran exhibido los medios adecuados para ello, como pueden ser las tarjetas de checado de asistencia, recibos de pago, listas de asistencia, nóminas o el procedimiento ante la Comisión de Honor y Justicia u otro medio de prueba eficaz para acreditar que el actor dejó de asistir a su trabajo injustificadamente.

Conviene agregar aquí que  esta Instancia superior concuerda con la consideración del A quo, en el sentido de que la  ilegalidad del acto impugnado deviene de que, como lo reconoce la autoridad demandada, no se siguió el procedimiento establecido por la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado específicamente en los artículos 119, 125 y 126 de cuya lectura se desprende esencialmente:
a).- Que la remoción o destitución del cargo es una sanción que compete únicamente a la Comisión de Honor y Justicia, como cuerpo colegiado de la Secretaría de Seguridad Pública.

b).-  Que la comisión de Honor y Justicia es un órgano colegiado disciplinario  de carácter permanente en los cuerpos de seguridad pública encargado de  conocer y resolver sobre las infracciones o faltas a los deberes previstos en la citada ley, los reglamentos u otro ordenamiento jurídico de la materia, cometidas por los integrantes de los cuerpos de seguridad, así como para imponer las sanciones correspondientes.

c).- Que la imposición de sanciones  por la Comisión de Honor  Justicia se sujeta al procedimiento seguido en forma de juicio establecido por el invocado artículo 126 de la Ley de Seguridad Pública.

Luego entonces se puede concluir que la baja verbal de que fue objeto el actor del trabajo que como policía tercero venía desempeñando,  constituyó una sanción material y jurídicamente impuesta por una autoridad incompetente y sin observar el procedimiento exigido por la ley aplicable, vulnerando con ello  las garantías que le otorgan los artículos 14, 16  y el numeral 123  apartado  B fracción XIII de la Constitución Federal,  relativos a sus derechos de audiencia, legalidad y seguridad jurídica.

Por último y en relación al argumento esgrimido por la autoridad apelante en relación a que la Sala resolutora pudo  solicitar informes u opiniones   para resolver lo conducente, si bien es cierto que el artículo 58 del Código Procesal Administrativo señala que cuando las disposiciones legales así lo establezcan o se juzgue necesario, se solicitarán los informes y opiniones que requieran para resolver el asunto; no lo es menos que de la redacción  dicha  norma se infiere que no constituye una obligación reglada para la Sala resolutora lo argumentado por la apelante, sino una facultad discrecional al establecer la locución  cuando lo juzguen necesario. Esto es que la facultad que tiene  el juzgador de solicitar informes que vinieran a perfeccionar las pruebas ofrecidas por las partes en el juicio, no  significa que tenga la obligación de hacerlo, y menos aun supliendo  una obligación  o deficiencia de la autoridad, como tal.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en el artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí,  se resuelve:

PRIMERO. Resultaron infundados e improcedentes los agravios formulados por la autoridad apelante.

SEGUNDO. Queda firme la sentencia recurrida dictada en el expediente relativo al juicio contencioso administrativo número 214/2020/2,  por los motivos expuestos en el último considerando de la presente resolución; 

TERCERO. Notifíquese, con testimonio de esta resolución, remítanse los autos a la Sala de su origen; háganse las anotaciones correspondientes y en su oportunidad archívese el expediente como asunto concluido; con apoyo en lo dispuesto por el artículo 16 fracción IV del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita a la auxiliar jurisdiccional licenciada  Yun Sen Fiscal Wong para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado de Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa Juan Ramiro Robledo Ruiz, quien actúa con la Secretaria de Acuerdos Laura del Castillo Martínez que autoriza y da fe. Rúbricas.

LA SECRETARIA GENERAL DE ACUERDOS DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE SAN LUIS POTOSÍ C E R T I F I C A: QUE LAS PRESENTES COPIAS CONSTAN DE DIECISEIS PÁGINAS Y CONCUERDAN FIELMENTE EN TODAS Y CADA UNA DE SUS PARTES CON LA SENTENCIA EMITIDA AL RESOLVER EL TOCA DE APELACIÓN 65/2020/SS, EL VEINTITRÉS DE FEBRERO DE DOS MIL VEINTIUNO, LAS CUALES SE CERTIFICAN CON APOYO EN LO DISPUESTO POR EL ARTÍCULO 51 FRACCIÓN IX DE LA LEY ÓRGANICA DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA, PARA LOS USOS LEGALES A QUE HAYA LUGAR, EN LA CIUDAD DE SAN LUIS POTOSÍ, S.L.P. A LOS DOS DÍAS DEL MES DE MARZO DE DOS MIL VEINTIUNO.- DOY FE. 
LICENCIADA LAURA DEL CASTILLO MARTÍNEZ

Secretaria General de Acuerdos de la Sala Superior

del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí.
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